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                            Concepto 5717

Bogotá, D.C., 10 de febrero de 2014
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 2 (parcial) de la Ley 1641 de 2013, “Por la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública social para habitantes de la calle y se dictan otras disposiciones.”


Demandantes: Gisel Katherine Bernal Rodríguez y Geraldi Zulay Hernández Guzmán



Magistrado Ponente: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO



Expediente D-9996. 




     Concepto 5717
De acuerdo con lo dispuesto en los artículos 242, numeral 2º, y 278, numeral 5º, de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda instaurada por las ciudadanas GISEL KATHERINE BERNAL RODRÍGUEZ y GERALDI ZULAY HERNÁNDEZ GUZMÁN quienes, en ejercicio de la acción pública, solicitan a la Corte Constitucional que declare la inexequibilidad del literal b) (parcial) del artículo 2 de la Ley 1641 de 2013, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo demandado).

“LEY 1641 DE 2013 
(12 de julio) 

“Por la cual se establecen los lineamientos para la formulación de la política pública social para habitantes de la calle y se dictan otras disposiciones”.

EL CONGRESO DE COLOMBIA, 

DECRETA: 

[...]

ARTÍCULO 2°. Definiciones. Para la aplicación de la presente ley se tendrán en cuenta las siguientes definiciones:
b) Habitante de la calle: Persona sin distinción de sexo, raza o edad, que hace de la calle su lugar de habitación, ya sea de forma permanente o transitoria y, que ha roto vínculos con su entorno familiar”.

1. Planteamiento de la demanda

Las accionantes consideran que el aparte demandado, contenido en el literal b)  del artículo 2 de la ley 1641 de 2013 vulnera los artículos 5
, 13
 y 42
 de la Constitución Política, porque estimula el distanciamiento entre los miembros que conforman la familia. A su juicio, la inclusión de esta expresión atenta contra la dignidad humana y el derecho a una familia, toda vez que discrimina y excluye de la protección de la citada ley a los habitantes de la calle que pertenecen a una familia o conservan vínculos con ella.

Adicionalmente, sostienen que el aparte demandado infringe el derecho a la igualdad al establecer como requisito para que se considere que una persona es habitante de la calle y, por ende, para que pueda ser beneficiario de la protección que brinda la Ley 1641 de 2013, que la misma haya roto vínculos con su entorno familiar, dado que esto promueve una diferenciación entre personas en situación de paridad.

2. Problema jurídico

De conformidad con lo anterior, el Jefe del Ministerio Público considera que corresponde establecer:

i) Si el artículo 2° parcialmente demandado, vulnera el derecho fundamental a la familia de las personas que son habitantes de la calle pero mantienen vínculos con su entorno familiar.

ii) Si la expresión demandada vulnera el derecho a la igualdad al excluir de la categoría “habitantes de la calle” a las personas que viven en la calle y mantienen vínculos con su entorno familiar, en comparación con las que no mantienen ese vínculo.
3. Análisis constitucional

En primer término se debe recordar que uno de los pilares que sustentan el Estado Social de Derecho es el respeto a la dignidad humana, la cual no puede ser entendida de modo abstracto o intangible, sino que ha sido reconocida desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos como un valor intrínseco e inalienable del ser humano que trae consigo la garantía del respeto de los derechos fundamentales y exige el trato con igualdad a las personas
.
Lo anterior resulta pertinente, pues para determinar la exequibilidad de la expresión demandada es preciso señalar que el objeto de la ley que la contiene es el de concretizar el principio superior de la solidaridad, en tanto que, precisamente, la norma demandada es una “formulación de [una] política pública social para [los] habitantes de la calle”, una población que, evidentemente, no vive en condiciones acordes a su dignidad. 
Así, partiendo de la comprensión de que «los principios de solidaridad y de respeto a la dignidad humana se constituyen en elementos esenciales sobre los cuales se soporta el concepto de  Estado social de derecho, e implican la necesidad de brindar una especial protección a quienes por su condición se encuentran en circunstancias de vulnerabilidad […] [se] impone a las autoridades unos deberes de ineludible cumplimiento con el propósito de procurar la realización material de los derechos individuales y de alcanzar las finalidades sociales del Estado», como lo ha explicado la Corte Constitucional (sentencia T-207 de 2013 M.P Dr. Jorge Iván Palacio Palacio). Una concretización de estos principios es precisamente la Ley 1641 de 2013, cuyo objeto, como se señala en la exposición de motivos, es el de “definir el contenido de los derechos de los habitantes de la calle, implementar acuerdos o acciones de corresponsabilidad y establecer mecanismos de protección, que permitan garantizar y asegurar el disfrute de los derechos a esta población”
.

Por lo tanto, se advierte que el objeto y fin de la norma no es otro que el de implementar planes de acción que propendan por la reinserción a la sociedad de los habitantes de la calle y protegerles su derecho al mínimo vital, evitando de este modo que a las personas que se encuentran dentro de esta categoría se les desconozca su valor intrínseco como seres humanos, lo cual es completamente coherente con lo dispuesto en la norma superior.
Ahora bien, al incorporarse dentro de la definición de habitante de la calle la expresión “y, que ha roto vínculos con su entorno familiar”, considera este Despacho que el legislador no vulnera los artículos 5 y 42 constitucional, en tanto que estos regulan el amparo de la familia como institución básica de la sociedad y la reconocen como su núcleo fundamental, lo que en forma alguna se limita con la cláusula de condición a que alude la expresión demandada, toda vez que en ella no se están imponiendo límites a la conformación de la familia.
Es más, la ley parcialmente demandada reconoce expresamente a la familia como agente socializador en su artículo 11, al señalar que “la política pública social para habitantes de la calle y los servicios sociales deberán generar estrategias, mecanismos y acciones de corresponsabilidad entre la sociedad, la familia y el Estado para disminuir la tasa de habitabilidad en calle” (negrilla fuera del texto).
Así mismo, se observa que la ley que contiene la expresión demandada estipula una serie de lineamientos, tales como la implementación de proyectos de georreferenciación
 estable del habitante de la calle
, lo que le va a permitir a estas personas restablecer lazos familiares.

Así, entonces, esta Jefatura considera que la norma demandada no  coarta el derecho a la familia toda vez que la norma no impide o dificulta su conformación, como tampoco origina una situación de desarraigo que pueda afectarla, y por el contrario, la sigue amparando como institución básica y núcleo de la sociedad.
Respecto de la segunda cuestión, este Despacho considera que el condicionamiento a que alude la expresión demandada sí vulnera el derecho a la igualdad (art. 13 Superior), pues lejos de establecer parámetros de justicia y de equidad para la aplicación de la ley, lo que hace es imponer una condición discriminatoria que no se compadece con su naturaleza y finalidad. En efecto, la condición de habitante de la calle no está determinada por los vínculos que pueda o no tener una persona con su entorno familiar sino por el hecho de que ella, precisamente, haga de la calle su lugar de habitación, ya sea de forma permanente o transitoria
. 

Así, la expresión demandada impone una limitante a los destinatarios de la ley que le impide a algunos habitantes de la calle el acceso a unas condiciones de vida digna que se corresponden con los derechos que reconoce nuestra Carta Política.  De esta manera, esta Vista Fiscal insiste en que el hecho de que un habitante de la calle tenga familia y la visite con alguna frecuencia, en forma alguna implica que ella deje de estar en esa particular y lamentable situación de vida para la que la ley demandada establece una serie de medidas de discriminación positiva. 

Sobre el particular, es preciso advertir que la expresión demandada tampoco podría entenderse como una aplicación del principio de subsidiaridad, toda vez que la misma se dirige a una población cuya característica principal y esencial es habitar en la calle -y no otra- y, al mismo tiempo no establece medios de auxilio de distinta intensidad o especificidad para estas personas atendiendo a cual sea el vínculo que tengan con su familia, sino que simplemente excluye absolutamente a los que tengan con ella vínculo alguno, lo que carece de toda justificación.

Por lo tanto, en relación con el segundo problema planteado esta Jefatura considera que a través de la expresión demandada el legislador estableció una medida discriminatoria que exige a los habitantes de la calle no mantener vínculos con su familia, como requisito para que se les pueda considerar dentro de esa categoría y, en consecuencia, poder acceder a los beneficios determinados para ese sector de la población, lo que carece de toda razón legítima y suficiente.

En el mismo sentido, debe recordarse que de conformidad con el principio de solidaridad el Estado debe buscar soluciones eficaces y urgentes que propendan por la atención a las personas en circunstancias de debilidad manifiesta acatando la exigencia contenida en el artículo 13 superior de promover las condiciones que permitan una igualdad real y material efectiva
. 

Por lo tanto, la solidaridad refuerza en el Estado Social de derecho la concepción con la cual el Estado está al servicio de las personas y no a la inversa. Y por esta razón, en el ámbito social las actuaciones del Estado se fundamentan en el deber constitucional de garantizar las condiciones indispensables para que todos sus asociados puedan gozar de sus derechos fundamentales
. 

En ese orden de ideas, considera esta Vista Fiscal que la norma está vulnerando el derecho establecido en el artículo 13 constitucional al introducir una razón de distinción que no tiene ninguna justificación, privando a personas cuya condición de vida los ubica dentro de la categoría de habitante de la calle de acceder a los mismos beneficios a los que acceden las demás personas que se encuentran en esa misma situación fáctica. 

4. Conclusión

En mérito de lo expuesto, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que declare INEXEQUIBLE la expresión “y que han roto vínculos con su entorno familiar” contenida en el literal b) del artículo 2° de la Ley 1641 de 2013, por el cargo analizado. 

De los señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/YOrtiz
� Artículo 5. “El Estado reconoce, sin discriminación alguna, la primacía de los derechos inalienables de la persona y ampara a la familia como institución básica de la sociedad”.


� Artículo 13. “Todas las personas nacen libres e iguales ante la ley, recibirán la misma protección y trato de las autoridades y gozarán de los mismos derechos, libertades y oportunidades sin ninguna discriminación por razones de sexo, raza, origen nacional o familiar, lengua, religión, opinión política o filosófica. 


El Estado promoverá las condiciones para que la igualdad sea real y efectiva y adoptará medidas a favor de grupos discriminados o marginados.


El Estado protegerá especialmente a aquellas personas que por su condición económica, física o mental, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan”.


� Artículo 42. “La familia es el núcleo fundamental de la sociedad.  Se constituye por vínculos naturales o jurídicos, por la decisión libre de un hombre y una mujer de contraer matrimonio o por voluntad responsable de conformarla”. 


� Entre otras disposiciones pueden verse la Declaración de los Derechos Humanos (preámbulo, artículos 1 y ss.); El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (Preámbulo y Art.1); y Constitución Política Nacional Art. 1.


� Ver gaceta del Congreso N°. 448 de 2010.


� Por georreferenciación se entiende el posicionamiento con el que se define la localización de un objeto espacial (representado mediante punto, vector, área, volumen) en un sistema de coordenadas y datum determinado.


� La implementación por parte del Estado de líneas concretas de información como el Directorio Nacional de habitantes de la calle, facilita su ubicación a los familiares de las personas que hacen parte de este grupo. Ver: gaceta del Congreso N°. 448 de 2010.


� Cfr artículo 2 de la Ley 1641 de 2013.


� Ver sentencia T-376 de 1993  del 7 de noviembre de 1993; M.P. Dr. José Gregorio Hernández Galindo.


� Ver sentencia T-533 de 1992; M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz.
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